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Expediente: 96-001238-180-CI 

Resolución: 000062-F-2004 

Órgano Competente: Sala I de la Corte Suprema de Justicia.  

Emitida: 10:30 del 30 de enero de 2004.  

Tipo de Proceso: Ordinario civil.  

Extracto 

III.- Respecto a la primera violación directa acusada por el recurrente, se observa 

como el artículo 2 de la Ley No. 6209 dispone la posibilidad de resarcimiento a 

favor del representante de una casa extranjera en dos situaciones distintas. Primero, 

cuando el contrato sea rescindido por causas ajenas a su voluntad, es decir, en 

aquellos casos en los cuales la casa extranjera decida de forma enteramente 

unilateral ponerle fin a la relación negocial. Luego, también cabe dicha 

indemnización, si al estar pactado un plazo de vigencia para el contrato y cumplido 

el mismo, éste no se prorroga por causas ajenas a la voluntad del representante 

nacional.  

En ambos casos nacerá a favor del representante costarricense un derecho 

resarcitorio, de conformidad con los parámetros de cálculo regulados en la propia 

ley.  

El ordinal 4 ibídem, por su parte, norma las causales de terminación del contrato de 

representación con responsabilidad para la casa foránea, mientras, el numeral 5 

siguiente, establece las causas justas para finalizar el negocio jurídico, pero sin el 

nacimiento de la responsabilidad civil en contra de ésta. En conclusión derivada de lo 

anterior, para la procedencia de un resarcimiento al representante costarricense se 

requiere, como precepto general, una extinción contractual ajena a su voluntad, no 

fundada en  causal alguna del artículo 5 señalado u otra pactada por las partes 

contratantes sino en una de las reguladas por la disposición 4 de dicha ley.  

Pero, la norma no puede ser considerada de forma aislada, resulta imprescindible el 

análisis de los términos contractuales estipulados entre las partes. De conformidad 

con el principio de la autonomía privada, más allá de lo dispuesto en las leyes, los 

contratantes poseen la atribución de fijar reglas específicas para su negocio jurídico.  

 

El ordenamiento ampara la autonomía privada en el artículo 1022 del Código Civil, 

cuando exige a las partes a someterse a aquéllo sobre lo cual, voluntariamente, se 

han obligado.  

 

Consiguientemente, la relación contractual que se dio entre Periódicos 

Internacionales S.A. y UPS Worldwide Forwarding Inc. debería ser analizada a la luz 
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de la Ley 6209, pero, antes se debe partir del contenido del contrato particular entre 

las partes, con la finalidad de comprobar la existencia o no de condiciones diversas a 

la norma legal y, por lo mismo, que impida aplicar ésta última.  

Conforme se analizó en el fallo de análisis, en el negocio jurídico suscrito por las 

partes de este proceso, se estableció la cláusula 4.0, atinente a la vigencia 

del contrato, la cual, en su punto 4.1, como luce en su traducción a folio 23, 

dispuso en lo de interés al punto de estudio: “Este Contrato será efectivo el 28 de 

agosto de 1989, y tendrá vigencia por un período de un (1) año. Será 

automáticamente renovado por períodos subsiguientes de un (1) año siempre y 

cuando alguna de las partes no lo termina (sic) por escrito a más tardar treinta (3) 

días antes del final del período acordado, o cualquier renovación del mismo. No 

obstante, y sin tomar en consideración el párrafo inmediatamente superior, 

cualquier parte puede cancelar este Contrato mediante una notificación 

previa por escrito de treinta (30) días a la otra parte” (El resaltado no es del 

original).  

 

En consecuencia, se debe concluir la existencia de una cláusula nacida de la voluntad 

de las partes contratantes, en la cual se establecía la posibilidad de dar por 

terminado el contrato por decisión unilateral de cualquiera, siempre y cuando se 

diera un aviso anticipado de treinta días.  

 

En el caso específico de este litigio UPS Worldwide Forwarding Inc. sólo se acogió a 

los términos contractuales, aplicando una cláusula convenida entre ella y Periódicos 

Internacionales S.A. Es preciso anotar que no se amparó en la expiración del plazo 

contractual, porque, de haber sido así, hubiera dado por terminado el contrato en 

fecha 28 de agosto y no 8 de septiembre, como lo hizo. Además, conforme se extrae 

de la nota enviada por la sociedad demandada a la sociedad actora, cuya copia corre 

a folio 3 y su traducción a folio 4, en ningún momento se hizo alusión a la expiración 

del plazo; más bien, de su lectura, se extrae que UPS Worldwide Forwarding Inc. se 

acogió a lo pactado en cuanto a dar por finalizada la relación negocial, si ello se 

comunicaba respetando un mes de preaviso.  

 

Entonces, lo anterior no encaja dentro de los supuestos previstos en el numeral 2 de 

la ley de cita, porque al no tratarse de la expiración del plazo contractual, no puede 

aplicarse la segunda hipótesis de esa norma. Respecto de la primera,  solamente 

cabe indemnizar cuando el contrato, según dispone ese canon en lo conducente 

es...rescindido por causas ajenas a la voluntad del representante...” Esa hipótesis 

entraña que en la decisión de extinguir el contrato debe estar ausente el 
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consentimiento del representante costarricense. Pero, aunque se ha demostrado que 

la empresa demandada comunicó con antelación lo decidido en cuanto a terminar el 

negocio jurídico de forma unilateral, ello no fue ajeno a la voluntad de 

Periódicos Internacionales S.A., quien pactó expresamente esa posibilidad 

dentro de las cláusulas del convenio celebrado entre ambas partes.  

 

En consecuencia, al intervenir la voluntad de la sociedad demandante en esa forma 

de dar por terminado el contrato, no puede asimilarse lo sucedido en este asunto a 

la obligación de resarcir dispuesta en el numeral 2 mencionado. Sobre el tema la 

Sala ya se ha pronunciado.  

 

 


